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 Introducción



			La inteligencia artificial (IA) ha dejado de ser una herramienta de ciencia ficción para convertirse en una realidad que atraviesa todos los sectores de la sociedad. Desde su definición en los años 50 como “la ciencia y la ingeniería de hacer inteligentes a las máquinas”, la IA ha evolucionado de ser un campo experimental a un componente indispensable en áreas como la medicina, la educación, la industria y, por supuesto, el derecho. 


			Este libro, “Inteligencia Artificial en el Derecho: Entre la Innovación y la Protección de Derechos”, reúne una selección de artículos publicados por elDial.com y otros inéditos que exploran la intersección entre la IA y el ámbito jurídico, proporcionando una visión exhaustiva sobre cómo esta tecnología está transformando la práctica legal y los sistemas judiciales.


			La estructura del libro es rica y diversa, abarcando desde aspectos regulatorios hasta aplicaciones concretas de la IA en el campo jurídico. En sus capítulos iniciales, se profundiza en el marco normativo emergente, destacando la importancia de establecer regulaciones que equilibren la innovación tecnológica con la protección de los derechos fundamentales. Este enfoque pone de relieve cómo regiones como la Unión Europea y países como Japón y Estados Unidos están liderando la elaboración de marcos regulatorios que buscan gestionar los riesgos asociados a la IA, como la manipulación de datos, los sesgos algorítmicos y los riesgos para la privacidad. Estos análisis están complementados con perspectivas locales, incluyendo la evolución de las iniciativas regulatorias en América Latina y Argentina.


			La primera sección del libro aborda la regulación de la IA, enfatizando la necesidad de una gobernanza efectiva y adaptativa. En este contexto, se destaca el papel pionero de la Unión Europea con su Ley de Inteligencia Artificial, aprobada en 2024. Este reglamento establece categorías de riesgo para los sistemas de IA, prohíbe ciertas aplicaciones perjudiciales y promueve la transparencia y la responsabilidad en el uso de tecnologías avanzadas. La normativa europea es presentada como un modelo de equilibrio entre la innovación y la protección de los derechos fundamentales, un desafío que otras regiones aún están tratando de superar.


			Asimismo, se exploran las políticas adoptadas en otras jurisdicciones como Estados Unidos, Reino Unido, China y América Latina, ofreciendo un panorama global sobre las diferentes aproximaciones a la regulación de la IA. Por ejemplo, en Estados Unidos, el enfoque fragmentado y sectorial contrasta con la regulación integral de Europa, mientras que en países como Japón se aboga por un modelo intermedio que fomente la innovación sin descuidar los riesgos éticos y sociales.


			Argentina también ocupa un lugar destacado en esta sección, con una revisión de los proyectos legislativos en curso y las recomendaciones para una IA confiable aprobadas en 2023. Este análisis subraya la necesidad de que los países en desarrollo adapten sus marcos regulatorios para responder a los desafíos y oportunidades que presenta la IA.


			Otra temática crucial explorada en el libro es el impacto de la robótica y la IA en la gestión del riesgo. Aquí se abordan los desafíos legales asociados con la automatización, incluyendo la responsabilidad en casos de fallos o accidentes. Este apartado pone en evidencia cómo los avances en la robótica y la IA están redefiniendo conceptos jurídicos fundamentales, como la responsabilidad civil y la previsibilidad.


			Un aspecto destacado es la necesidad de normativas que garanticen que la innovación tecnológica no comprometa los derechos de los ciudadanos. Por ejemplo, los sistemas autónomos en vehículos o drones representan un avance significativo, pero también plantean preguntas sobre quién es responsable en caso de que un algoritmo cometa un error con consecuencias catastróficas.


			El libro dedica un capítulo al análisis del reconocimiento facial, una de las aplicaciones de IA más controvertidas en términos de privacidad y derechos humanos. Se examinan casos concretos como las propuestas de prohibición del uso policial de esta tecnología en Europa, debido a sus implicaciones éticas y legales. Este análisis revela cómo el reconocimiento facial tensa el viejo dilema entre libertad y seguridad, planteando preguntas fundamentales sobre los límites del poder estatal y el derecho a la privacidad.


			En línea con este tema, otro capítulo explora la problemática de la protección de datos personales en la era de la IA. Se destacan los riesgos asociados con la recopilación y procesamiento de datos sin el consentimiento adecuado de los usuarios, así como la necesidad de establecer marcos legales que protejan la privacidad y los derechos digitales.


			La relación entre la IA y la actividad judicial ocupa un lugar central en el libro. Los autores analizan cómo herramientas como ChatGPT y sistemas predictivos pueden contribuir a una justicia más eficiente y accesible. Desde la simplificación de sentencias hasta la valoración de pruebas periciales, la IA ofrece posibilidades transformadoras para mejorar los procesos judiciales y reducir los tiempos de resolución de casos.


			Sin embargo, también se destacan los riesgos inherentes al uso de la IA en decisiones judiciales, como la opacidad de los algoritmos y la posible perpetuación de sesgos existentes. Este apartado subraya la importancia de garantizar que el uso de la IA en los tribunales sea transparente y sujeto a supervisión humana.


			El libro cierra con una reflexión sobre las implicaciones éticas y legales de la IA en el ámbito de la propiedad intelectual y los derechos digitales. Se abordan temas como la creación de obras generadas por IA y los desafíos para el derecho de autor, así como la necesidad de desarrollar directrices éticas para garantizar un uso responsable de la tecnología.


			En este sentido, se enfatiza la importancia de fomentar una cultura de transparencia y responsabilidad en el desarrollo de sistemas de IA, destacando cómo los sesgos algorítmicos y las decisiones automatizadas pueden impactar negativamente en los derechos humanos si no se gestionan adecuadamente.


			Se analiza, finalmente el tema de la responsabilidad civil de la IA generada por las diversas aplicaciones en la industria automotriz y en general, basándose en diversas regulaciones y propuestas aún en análisis.


			“Inteligencia Artificial en el Derecho: Entre la Innovación y la Protección de Derechos” no solo ofrece un panorama del estado actual de la IA en el ámbito jurídico, sino que también invita a reflexionar sobre el futuro de esta relación. Conjuntamente con el resto de los autores coincidimos en que la IA tiene el potencial de transformar profundamente la práctica legal y el sistema judicial, pero esto solo será posible si se establecen marcos normativos y éticos sólidos que equilibren la innovación con la protección de los derechos fundamentales.


			La IA plantea preguntas que el derecho debe responder con urgencia: 


			

					¿Puede la IA razonar? ¿Repite como un loro o es un nuevo tipo de inteligencia diferente a la humana? 


					¿Cómo garantizar la transparencia y la rendición de cuentas en los sistemas automatizados? 


					¿Qué responsabilidad tienen los desarrolladores en caso de daños causados por un sistema de IA? 


					¿Cómo evitar que los sesgos inherentes a los datos perpetúen desigualdades existentes? 


			


			Este libro se posiciona como una guía imprescindible para abordar estos desafíos y aprovechar las oportunidades que ofrece la IA en el ámbito jurídico.


			En definitiva, este libro no solo es un compendio de análisis y propuestas, sino también una invitación a construir un marco ético y normativo que permita a la sociedad beneficiarse plenamente de la inteligencia artificial sin comprometer los derechos y valores fundamentales que nos definen como humanos. Con ello, los autores instamos a asumir el desafío de regular y utilizar la IA de manera responsable, equilibrando la innovación con la protección de los derechos y el bienestar de todos.


			Por mi intermedio agradecemos a todos por su valioso aporte para la concreción de esta obra.


			Dr. Horacio R. Granero


		




		

			 


			


			Regulación de la IA


			 Ley de Inteligencia Artificial en Europa.  Un paso más hacia la meta final y un  desafío a la investigación


			 Por Horacio R. Granero


			El Parlamento Europeo aprobó el miércoles 13 de marzo 2024 la Ley de Inteligencia Artificial, que garantiza la seguridad y el respeto de los derechos fundamentales al tiempo que impulsa la innovación. El Reglamento, acordado en las negociaciones con los Estados miembros en diciembre de 2023, fue respaldado por la Eurocámara con 523 votos a favor, 46 en contra y 49 abstenciones.


			Su objetivo es proteger los derechos fundamentales, la democracia, el Estado de derecho y la sostenibilidad medioambiental frente a la IA que entraña un alto riesgo, impulsando al mismo tiempo la innovación y erigiendo a Europa en líder del sector. El Reglamento fija una serie de obligaciones para la IA en función de sus riesgos potenciales y su nivel de impacto. 


			Las nuevas normas prohíben ciertas aplicaciones de inteligencia artificial que atentan contra los derechos de la ciudadanía, como los sistemas de categorización biométrica basados en características sensibles y la captura indiscriminada de imágenes faciales de internet o grabaciones de cámaras de vigilancia para crear bases de datos de reconocimiento facial. 


			También se prohibirán el reconocimiento de emociones en el lugar de trabajo y en las escuelas, los sistemas de puntuación ciudadana, la actuación policial predictiva (cuando se base únicamente en el perfil de una persona o en la evaluación de sus características) y la IA que manipule el comportamiento humano o explote las vulnerabilidades de las personas. El uso de sistemas de identificación biométrica por parte de las fuerzas de seguridad queda prohibido a priori, salvo en situaciones muy concretas y bien definidas.


			Los sistemas de identificación biométrica en tiempo real solo se podrán emplear si se cumplen una serie de salvaguardias estrictas; por ejemplo, su uso se limita a un período y lugar específicos y cuenta con una autorización judicial o administrativa previa. Entre estos casos pueden figurar la búsqueda selectiva de una persona desaparecida o la prevención de un atentado terrorista. Recurrir a estos sistemas a posteriori se considera un uso de alto riesgo, que requiere autorización judicial al estar vinculado a un delito penal. 


			También se prevén obligaciones claras para otros sistemas de IA de alto riesgo (debido a que pueden ser muy perjudiciales para la salud, la seguridad, los derechos fundamentales, el medio ambiente, la democracia y el Estado de derecho). Algunos ejemplos de usos de alto riesgo de la IA son las infraestructuras críticas, la educación y la formación profesional, el empleo, los servicios públicos y privados esenciales (por ejemplo, la sanidad o la banca), determinados sistemas de las fuerzas de seguridad, la migración y la gestión aduanera, la justicia y los procesos democráticos (como influir en las elecciones). Estos sistemas deben evaluar y reducir los riesgos, mantener registros de uso, ser transparentes y precisos y contar con supervisión humana. Los ciudadanos y ciudadanas tendrán derecho a presentar reclamaciones sobre los sistemas de IA y a recibir explicaciones sobre las decisiones basadas en ellos que afecten a sus derechos. 


			Los sistemas de IA de uso general y los modelos en los que se basan deben cumplir ciertos requisitos de transparencia, respetar la legislación de la UE sobre derechos de autor y publicar resúmenes detallados del contenido usado para entrenar sus modelos. Los modelos más potentes que podrían plantear riesgos sistémicos deberán cumplir requisitos adicionales, como realizar evaluaciones de los modelos, analizar y mitigar los riesgos sistémicos e informar sobre los incidentes. Además, las imágenes, contenidos de audio o de video artificiales o manipulados (llamados comúnmente como deepfakes) deberán etiquetarse claramente como tales. 


			Habrá que poner a disposición de las Pymes y de las empresas emergentes espacios controlados de pruebas (llamados comúnmente sandbox) y ensayos en condiciones reales a nivel nacional para que puedan desarrollar y entrenar la IA innovadora antes de su comercialización. 


			Durante el debate en el pleno del martes 12 de marzo, el coponente de la comisión de Mercado Interior Brando Benifei (S&D, Italia) dijo: “Finalmente tenemos la primera ley vinculante del mundo sobre inteligencia artificial, para reducir riesgos, crear oportunidades, combatir la discriminación y aportar transparencia. Gracias al Parlamento, se prohibirán en Europa prácticas inaceptables de IA y se protegerán los derechos de los trabajadores y los ciudadanos. La nueva Oficina de IA ayudará a las empresas a respetar las normas antes de que entren en vigor. Nos aseguramos de que los seres humanos y los valores europeos estén en el centro mismo del desarrollo de la IA”. El componente de la comisión de Libertades Civiles Dragos Tudorache (Renew, Rumanía) agregó “La UE ofrece resultados. Hemos vinculado el concepto de inteligencia artificial a los valores fundamentales que constituyen la base de nuestras sociedades. Sin embargo, hay mucho trabajo por delante que va más allá de la propia Ley de IA. La IA nos empujará a repensar el contrato social en el corazón de nuestras democracias, nuestros modelos educativos, los mercados laborales y la forma en que llevamos a cabo la guerra. La Ley de IA es un punto de partida para un nuevo modelo de gobernanza construido en torno a la tecnología. Ahora debemos centrarnos en la aplicación práctica de la legislación”. (1)


			El Reglamento aún está sujeto a una última comprobación jurídica-lingüística. Su aprobación definitiva (mediante el llamado procedimiento de corrección de errores) está prevista para antes del final de la legislatura, aproximadamente junio de 2024. La ley también debe ser adoptada formalmente por el Consejo y entrará en vigor veinte días después de su publicación en el Diario Oficial y será de plena aplicación veinticuatro meses después de su entrada en vigor, con excepción de: las prohibiciones de prácticas (se aplicarán seis meses después de la fecha de entrada en vigor); los códigos de buenas prácticas (nueve meses después); las normas sobre la IA de uso general, incluida la gobernanza (doce meses después), y las obligaciones para los sistemas de alto riesgo (treinta y seis meses después).


			Dicho Reglamento se desarrolló con el objeto de “proteger los derechos fundamentales, la democracia, el Estado de Derecho y la sostenibilidad medioambiental frente a la IA de alto riesgo”. Al mismo tiempo, tiene como objetivo “impulsar la innovación y establecer a Europa como líder en el campo de la IA” y sus normas establecen obligaciones para la IA en función de sus riesgos potenciales y su nivel de impacto. 


			También se acordaron obligaciones claras para otros sistemas de IA de alto riesgo, que “podrían tener un impacto significativo en la salud, la seguridad, los derechos fundamentales, el medio ambiente, la democracia y el Estado de Derecho.” Entre los usos de alto riesgo se incluyen los de infraestructuras críticas, educación y formación profesional, empleo, servicios esenciales (por ejemplo, asistencia sanitaria, banca), determinados sistemas de aplicación de la ley, migración y gestión de fronteras, justicia y procesos democráticos (por ejemplo, influir en las elecciones). 


			Los ciudadanos tendrán, además, derecho a presentar quejas sobre los sistemas de IA y a recibir explicaciones sobre las decisiones basadas en sistemas de IA de alto riesgo que afecten a sus derechos.


			En definitiva, hasta el momento, la norma posee las siguientes características:


			

					Salvaguardias acordadas sobre la inteligencia artificial de propósito general


					Limitación del uso de sistemas de identificación biométrica por parte de las fuerzas del orden


					Prohibiciones de la puntuación social y la IA utilizadas para manipular o explotar las vulnerabilidades de los usuarios


					Derecho de los consumidores a presentar quejas y obtener explicaciones significativas.


			


			Como se expusiera oportunamente, podemos decir que en esta nueva fase de la IA generativa, los principios básicos de la adopción de la IA —como la gobernanza, la responsabilidad y la transparencia— son más importantes que nunca, al igual que la preocupación por las consecuencias de una IA mal aplicada, como por ejemplo, los algoritmos no controlados pueden dar lugar a resultados sesgados y discriminatorios, perpetuando las desigualdades y frenando el progreso de la diversidad de la mano de obra y la privacidad de los datos y las infracciones son otro motivo de preocupación, ya que pueden producirse fácilmente por la falta de anonimización y la recopilación de datos de los empleados.


			La IA generativa también ha dado paso a nuevas consideraciones sobre la propiedad intelectual, planteando cuestiones en torno a la propiedad de las entradas y salidas de programas de terceros, y los consiguientes problemas de infracción de los derechos de autor, y se ha visto cómo los gobiernos y los reguladores se han apresurado a aplicar la legislación relacionada con la IA y los mecanismos de aplicación de la normativa, no siempre en forma positiva. 


			


			Las organizaciones que apliquen la IA generativa también deben asumir que los datos introducidos en las herramientas y consultas de IA serán recopilados por terceros proveedores de la tecnología. En algunos casos, estos proveedores tendrán derecho a utilizar y/o divulgar estos datos.


			En definitiva, cada nuevo avance parece abrir interrogantes más rápido de lo que las organizaciones, los reguladores y los tribunales pueden responderlos. La IA generativa está cambiando el paradigma, y seguirán surgiendo riesgos en torno a casos de uso específicos. (2)


			Para mantenerse a la vanguardia, las organizaciones tendrán que ir más allá de los enfoques aislados y aunar funciones bajo el paraguas de un sólido marco de gobernanza y las organizaciones deben preparar y seguir un marco de gobernanza interno que tenga en cuenta los riesgos empresariales en todos los casos de uso y permita a la empresa realizar de forma eficaz los ajustes de cumplimiento una vez que se identifiquen los problemas. Así, el riesgo para las empresas que no cuentan con una estructura de gobernanza de la IA y carecen de supervisión por parte de las principales partes interesadas, o que dependen en su totalidad de herramientas de terceros, es que el uso de herramientas de IA pueda generar responsabilidad jurídica para la organización (por ejemplo, demandas por discriminación). (3) 


			La conclusión es sencilla: La IA se está adoptando amplia y rápidamente y ofrece muchas ventajas. Pero se está extendiendo y desarrollando con tanta rapidez que la supervisión estratégica se vuelve aún más crítica para su uso responsable y la mitigación de riesgos, muchos no están preparados para la IA y subestiman los riesgos, lo que hace que la voluntad de desplegar esta tecnología sin las barreras adecuadas sea preocupante. 


			Afortunadamente, mediante el establecimiento de sólidas estructuras de gobernanza y supervisión se puede resistir estas mareas tecnológicas, independientemente de dónde se encuentren en su viaje hacia la IA. 


			Más allá de esto, la solución a largo plazo para gestionar los riesgos relacionados con la IA dependerá de que las partes interesadas del sector jurídico, regulador y privado unan sus fuerzas para impulsar la legislación, los códigos de prácticas o los marcos de orientación que reconozcan tanto las oportunidades como los riesgos que presenta la tecnología y aprovechar sus ventajas con más confianza.


			Queda mucho trabajo para realizar, especialmente de parte de los investigadores y académicos que intenten solucionar algunas de las preguntas que se formulan, como, por ejemplo, ¿Cuál es la causa por la que la Ley no considera la necesidad de imponer la contratación de seguros en temas que se consideren de alto riesgo? 


			Se puede pensar que esta omisión se debe a varias razones, incluyendo la posibilidad de que se haya priorizado otros mecanismos de responsabilidad o gestión de riesgos, o que se considere que las regulaciones existentes en materia de seguros son suficientes o aplicables a los riesgos asociados con la IA. La ausencia de una mención directa a la necesidad de un seguro podría deberse a que la regulación busca abordar los riesgos asociados con la IA mediante un enfoque preventivo y de cumplimiento normativo, en lugar de centrarse en la mitigación de daños después de que estos ocurran. 


			Este enfoque puede estar orientado a garantizar que los sistemas de IA sean seguros y respetuosos con los derechos fundamentales desde su diseño y despliegue, reduciendo así la probabilidad de daños que necesitarían ser cubiertos por un seguro. Además, es posible que la legislación vigente en los Estados miembros de la UE o las políticas de seguro existentes puedan aplicarse o adaptarse para cubrir los riesgos específicos relacionados con la IA, sin necesidad de establecer mecanismos de seguro específicos dentro del marco de esta ley. 


			La decisión de no considerar específicamente la necesidad de un seguro en este contexto podría quizás reflejar un enfoque más amplio y holístico para la gestión de riesgos asociados con la IA.


			No cabe dudas que la regulación de la IA es un campo complejo y en desarrollo, donde el equilibrio entre la innovación tecnológica y la protección de los ciudadanos es clave y nos introduce en el campo apasionante de la investigación legal. 


			

				

						1. https://www.europarl.europa.eu/news/en/press-room/20240212IPR17618/artificial-intelligence-act-committees-confirm-landmark-agreement



						2. GRANERO, Horacio R, “La imperiosa necesidad de regular -bien- la inteligencia artificial (acerca de la Disposición 2/2023 de la Subsecretaría de la Información de la Jefatura de Gabinete)” (elDial.com - DC3229)
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			  Mapa de regulación actual sobre el uso de modelos de inteligencia artificial (“IA”) (4)


			Por Raquel S. Mass y Roberto Docimo


			En el año 1955 el científico informático, John McCarthy acuñó por primera vez el término “Inteligencia Artificial”, definiéndolo como “la ciencia y la ingeniería de hacer inteligentes a las máquinas”. Un año más tarde, organizó el Proyecto de Investigación de verano de Darmouth, EEUU, en IA, un encuentro que puede ser considerado como el lugar de nacimiento de este campo. Desde diversas perspectivas globales y sectoriales (gobiernos, sociedad civil e industrias) algunos países han elaborado documentos guía con definiciones de la IA, basados en que la naturaleza indeterminada del término IA representa grandes desafíos para el ecosistema regulatorio actual debido a la falta de una definición uniforme y legal de la IA.


			En lo relativo a la regulación del uso de la IA en los distintos países del mundo existen en la actualidad diferentes niveles de avances. Algunos países han emitido documentos que no poseen carácter normativo, sino que se trata de recomendaciones o guías de uso práctico que sirven como apoyo a la hora de utilizar modelos basados en IA en los distintos campos en que se aplique.


			De manera creciente se puede observar cómo, en los últimos años, muchos países han demostrado interés en establecer directrices y reglas que garanticen el uso ético, equitativo, seguro y confiable de la IA.


			A fin de conocer cuál es la regulación vigente en el mundo, haremos una breve reseña de la situación actual en los países que, con mayor o menor nivel de evolución y alcance, han regulado el uso de herramientas que se basan en modelos de IA generativa.


			En efecto, nos referiremos a la Unión Europea, Estados Unidos, Reino Unido, Australia, China, India y América Latina, siendo estos los países o regiones que poseen algún tipo de intervención normativa sobre el uso de la IA. Adicionalmente, haremos mención a las directrices dictadas por organizaciones internacionales sobre el particular hasta el momento.


			Unión Europea (“UE”):


			En el marco de su estrategia digital, la UE ha sido pionera en proponer regulaciones específicas para la IA. Sus iniciativas concretas comienzan en el año 2018 cuando se presenta la primera estrategia europea para la IA. Posteriormente, la Comisión Europea publica en febrero de 2020 el llamado “White Paper” sobre IA, un enfoque europeo hacia la excelencia y la confianza. En sus considerandos se expresa que, a fin de enfrentar los desafíos y oportunidades que presenta la IA, la UE necesita actuar de forma unificada y marcar su propio camino, basándose en los valores de la UE con el objetivo de promover el desarrollo y el despliegue de la IA. Si bien destaca los potenciales beneficios de la IA, se enfoca en los riesgos que podría representar para los seres humanos, como por ejemplo la opacidad en la toma de decisiones, la discriminación basada en género u otros tipos, la intrusión en nuestras vidas privadas o su uso para fines delictivos.


			En abril de 2021, la Comisión Europea presentó el proyecto de reglamento que busca establecer un marco legal regulador para la IA generativa, clasificando los sistemas de IA según su nivel de riesgo y estableciendo requisitos y obligaciones correspondientes a cada uno de dichos niveles. Esta regulación tiene una perspectiva humanista y se enfoca en garantizar la transparencia, la seguridad y los derechos fundamentales de los individuos (Parlamento Europeo-Artificial intelligence act).


			[image: Diagrama piramidal que clasifica los riesgos en cuatro niveles: inaceptable, alto, limitado y mínimo, con un fondo que incluye un gráfico de IA.]


			


			Los distintos niveles de peligro implicarán una mayor o menor regulación. La finalidad es garantizar que los sistemas de IA utilizados en la UE sean seguros, transparentes, trazables, no discriminatorios y respetuosos con el medio ambiente. Los sistemas de IA deben ser supervisados por personas, en lugar de por la automatización, para evitar resultados perjudiciales. (Noticias Parlamento Europeo, 2023).


			En el mes de septiembre de 2022, la Comisión cumplió con los objetivos del White Paper propuesto en el 2020 y con la solicitud del Parlamento Europeo respecto de la Propuesta de Directiva de Responsabilidad de la Inteligencia Artificial (AILD, por sus siglas en inglés). El propósito de la AILD es mejorar el funcionamiento del mercado interno estableciendo normas uniformes para ciertos aspectos de la responsabilidad civil extracontractual por daños causados con la participación de sistemas de IA.


			El día 9 de diciembre de 2023 las instituciones de la UE acordaron, luego de un arduo y extenso debate, los términos de la ley de IA que regula el uso de estas tecnologías en función del riesgo que suponga para las personas, siguiendo en líneas generales los alcances del proyecto de reglamento. Aún debe ser ratificado por el Parlamento Europeo y el Consejo de la UE.


			Los puntos salientes son:


			

					Definición de medidas de protección sobre la IA general;


					Limitación en el uso de sistemas de identificación biométrica por parte de los organismos de seguridad;


					Prohibición del “scoring” social y el uso de IA para manipular o explotar vulnerabilidades de los usuarios;


					Derecho de los consumidores a presentar quejas y recibir explicaciones fundadas;


					Multas que van desde 35 millones de euros o el 7% del volumen de negocios global, hasta 7.5 millones o el 1.5% del volumen de negocios a nivel global según la gravedad del hecho y la magnitud de la empresa (Officer, 2023).


			


			La norma prevé la creación de la Oficina Europea de Inteligencia Artificial, que coordinará el uso de la tecnología entre las autoridades nacionales y que estará asesorada por un panel de científicos y de organizaciones de la sociedad civil. Está previsto que la ley entre en vigor en 2026 pero se aplicaría por fases: la oficina europea se crearía de forma inmediata, la prohibición de los sistemas prohibidos de IA se implementaría luego de transcurridos seis meses y los requisitos para los sistemas y modelos de IA generativa, a los 12 (EURO NEWS, 2023).


			En dicha dirección la UE continúa avanzando y, a través de las Comisiones de Mercado Interior y de Libertades Civiles, en fecha 13 de febrero de 2024 se ha aprobado la Ley de Inteligencia Artificial en base al acuerdo provisional de los Eurodiputados en Comisión del 3 de febrero de 2024 (5). Esta legislación, como hemos visto, tiene como objetivo proteger los derechos fundamentales y promover la innovación en el ámbito de la IA, clasificando las aplicaciones de IA según su nivel de riesgo y estableciendo obligaciones correspondientes.


			Se prohíben ciertas aplicaciones de IA consideradas amenazas para los derechos de los ciudadanos, como sistemas de categorización biométrica basados en características sensibles y la extracción no selectiva de imágenes para reconocimiento facial. La ley establece restricciones específicas para el uso de sistemas de identificación biométrica en tiempo real, permitiéndolo solo bajo condiciones estrictas.


			También se establecen obligaciones para sistemas de IA de alto riesgo en sectores como infraestructuras críticas, salud, y justicia. Se garantiza el derecho de los ciudadanos a presentar quejas y obtener explicaciones sobre decisiones tomadas por estos sistemas automatizados. Los sistemas de IA de uso general deben cumplir con requisitos de transparencia y derechos de autor, y los contenidos manipulados deben ser claramente etiquetados.


			La ley introduce «sandboxes regulatorios» para permitir a las PYMEs y startups desarrollar IA innovadora. Tras su adopción formal por el Parlamento Europeo y aprobación final por parte del Consejo, la ley será plenamente aplicable 24 meses después de su entrada en vigor, excepto por la prohibición de las prácticas prohibidas que se aplicarán luego de 6 meses de su entrada en vigor, los códigos de conducta serán aplicables a los 9 meses, las normas de IA de uso general a los 12 meses y finalmente las obligaciones para sistemas de riesgo alto a los 36 meses (6).


			El 1° de agosto de 2024, entró en vigor el Reglamento (UE) 2024/1689 (7), conocido como la Ley de Inteligencia Artificial de la UE. Este reglamento establece un marco jurídico uniforme para el desarrollo, comercialización y uso de sistemas de IA en la UE, con el objetivo de promover una IA centrada en el ser humano y fiable, garantizando al mismo tiempo un elevado nivel de protección de la salud, la seguridad y los derechos fundamentales.


			En tal sentido, en octubre de 2024, España avanzó en la supervisión de la IA con la creación de la Agencia Española de Supervisión de la Inteligencia Artificial (AESIA) (8). Esta agencia tiene como objetivo supervisar el mercado de la IA y certificar el cumplimiento del reglamento europeo, asegurando que los sistemas de IA utilizados en España sean seguros y respeten los derechos fundamentales. 


			El 17 de diciembre de 2024, el Comité Europeo de Protección de Datos (“CEPD”) emitió la Opinión N° 28/2024 (9) sobre el tratamiento de datos personales en el desarrollo y despliegue de modelos de IA. Este dictamen aborda cuestiones clave como la anonimización de datos, la legitimidad del interés legítimo como base legal para el tratamiento de datos personales y las implicaciones de tratamientos ilícitos. 


			Estas iniciativas reflejan el compromiso de la UE y sus Estados miembros para establecer un entorno regulatorio que equilibre la innovación tecnológica con la protección de los derechos fundamentales y la seguridad de los ciudadanos.


			Estados Unidos (“EEUU”):


			En los EE. UU., la regulación de la IA todavía se encuentra en una etapa incipiente y está principalmente enfocada en sectores específicos como la salud y el transporte. En contraposición a una regulación amplia y general, se han propuesto directrices y principios específicos en temas como la privacidad, la seguridad y la ética en la IA.


			En el mes de octubre de 2022 se firmó “The Blueprint for an AI Bill of Rights” o el “Plan para una Ley de Derechos de la IA» que es una guía para la protección de la sociedad de las amenazas de la IA y que fomenta el uso de estas tecnologías de maneras que refuercen los valores más elevados de los ciudadanos de los EEUU (OSTP. Office of Science and Technology Policy, 2022).


			En el mes de julio de 2023 EEUU ha anunciado tres nuevas medidas para intentar regular el uso y desarrollo de la IA. Se trata de un acuerdo entre las autoridades y las principales firmas dedicadas a esta tecnología. Entre los puntos acordados se incluye la garantía de la seguridad de los sistemas, con pruebas previas a su lanzamiento y transparencia en los resultados y la etiquetación de contenidos generados por medio de la IA (THE WHITE HOUSE BRIEFING ROOM, 2023). Entre las empresas que participaron en el acuerdo se encuentran OpenIA, Alphabet, Meta, Anthropic, Inflection, Amazon y Microsoft. Según el comunicado oficial de la Casa Blanca, son pasos vitales hacia adelante en el enfoque de EE.UU. sobre una IA segura, protegida y confiable. Asimismo, se indica que se requerirán más acciones, y la Administración del gobierno de Biden continuará trabajando con el Congreso para lograr una legislación bipartidista que ayude a EEUU a liderar el camino en la innovación responsable.


			El 30 de octubre de 2023, el presidente Joe Biden emitió una orden ejecutiva (10) destinada a establecer normas generales para el uso y desarrollo de la IA en diversas industrias. Esta directiva enfatiza la importancia de utilizar la IA de manera segura y responsable, promoviendo un enfoque coordinado a nivel gubernamental. Entre los principios rectores se incluyen garantizar la seguridad, fomentar la innovación responsable, defender los derechos de los trabajadores estadounidenses y proteger la privacidad y las libertades civiles. 


			En octubre de 2024, la Casa Blanca anunció nuevas directrices para el uso de la IA por parte de las agencias de seguridad nacional y espionaje de EEUU. Estas normas buscan equilibrar las promesas de la tecnología con la necesidad de mitigar sus riesgos, estableciendo un marco diseñado para garantizar que las agencias puedan acceder a las herramientas de IA más avanzadas mientras se previene su uso indebido. Se prohíben aplicaciones que violen los derechos civiles o que automaticen el despliegue de armas nucleares, y se fomenta la investigación en IA y la seguridad de la cadena de suministro de chips informáticos. 


			A nivel estatal, se han presentado diversas iniciativas para regular la IA. Por ejemplo, en California, se propuso la Ley de Innovación Segura y Protegida para Modelos de Inteligencia Artificial de Frontera (Ley SB 1047), con el objetivo de garantizar el desarrollo seguro de sistemas de IA a gran escala. Sin embargo, en septiembre de 2024, el gobernador de California, Gavin Newsom, vetó un proyecto de ley de seguridad de la IA que buscaba responsabilizar a los desarrolladores por los potenciales daños de sus modelos, reflejando las tensiones entre la necesidad de regulación y la promoción de la innovación tecnológica. 


			En octubre de 2024, el gobierno de Estados Unidos elaboró las bases para normas que limitan las inversiones estadounidenses en sectores tecnológicos clave en China, incluyendo la IA. Estas medidas, derivadas de un decreto del presidente Biden de agosto de 2023, buscan impedir que conocimientos técnicos estadounidenses ayuden al desarrollo de aplicaciones militares chinas, abarcando tecnologías como sistemas informáticos avanzados y aplicaciones de IA de última generación. 


			Reino Unido (“UK”):


			La postura de UK con relación a la regulación de la IA ha sido siempre abierta y libre ya que considerada un freno a la innovación y el desarrollo productivo. Muestra de ello es la elaboración de su White Paper denominado “Un acercamiento a la regulación de la IA favorable a la innovación” (“A pro- innovation approach to AI regulation”) publicado en el mes de marzo de 2023 que define un marco regulador de la IA cercano a la industria y que fomenta la confianza en la ciudadanía hacia la tecnología. El documento sugiere que la regulación adopte un enfoque más permisivo que restrictivo, al menos inicialmente, ya que los principios se emitirán sobre una base no estatutaria y serán implementados por los reguladores existentes. Se pretende colocar a UK en el mejor escenario para el desarrollo, las pruebas y uso de la tecnología. El documento enfatiza la necesidad de mantener a UK comercialmente competitiva al no adoptar un enfoque riguroso en la regulación, mientras trata de promover la confianza del público en la IA.


			Al igual que la UE, UK posee también una guía de evaluación de impacto de regulación de la IA. El marco se diseñó para ser proporcional y adaptable, permitiendo a los reguladores especializados en diferentes sectores utilizar su experiencia para aplicar principios regulatorios de manera que se ajusten al contexto específico de uso de la IA. Se incluye la creación de un «sandbox» regulatorio que permitirá a los reguladores trabajar directamente con los innovadores y ayudarlos a llevar sus productos al mercado. El sandbox también facilitará la comprensión de cómo la regulación interactúa con las nuevas tecnologías y ajustar esta interacción cuando sea necesario.


			[image: Diagrama circular con tres áreas: Objetivos, Características del marco y Diseño del marco, representando una estrategia en colores vibrantes.]


			El Ada Lovelace Intitute es un organismo de investigación independiente de UK cuya misión es asegurar que los datos y la inteligencia artificial (IA) funcionen para las personas y la sociedad. El instituto se enfoca en la distribución justa y equitativa de los beneficios de los datos y la IA, con un énfasis especial en mejorar el bienestar individual y social. El instituto ha emitido diversos documentos relevantes sobre la IA que abordan temas como la gobernanza inclusiva, la responsabilidad algorítmica, y la regulación, a la vez que proporcionan una base sólida para comprender los enfoques actuales y futuros hacia la gobernanza de la IA y sus implicaciones en la sociedad.


			En abril de 2024, el Reino Unido y EEUU firmaron un pacto histórico para garantizar la seguridad en el desarrollo de la IA. Este acuerdo busca acelerar el trabajo de los institutos de seguridad de IA en ambos países, permitiendo a los gobiernos orientar de manera más efectiva sus políticas y regulaciones en este ámbito. La Secretaria de Comercio, Gina Raimondo, y la Secretaria de Tecnología británica, Michelle Donelan, firmaron en Washington un memorando de entendimiento para trabajar conjuntamente en el desarrollo de pruebas avanzadas de modelos de inteligencia artificial.


			Este acuerdo se produce tras los compromisos anunciados en una Cumbre sobre Seguridad de la Inteligencia Artificial celebrada en Bletchley Park en noviembre de 2023.


			En enero de 2025, el primer ministro Keir Starmer presentó un plan ambicioso para utilizar la inteligencia artificial como eje de una «década de renovación nacional» y como motor de crecimiento económico. Este plan incluye incrementar la capacidad de supercomputadoras públicas, crear una Biblioteca Nacional de Datos y relajar normativas urbanísticas para zonas de crecimiento de IA, con el objetivo de convertir al Reino Unido en un líder en este campo.


			China:


			China, como uno de los líderes mundiales en el desarrollo de la IA, ha publicado una serie de directrices y políticas que apuntan a promover el desarrollo ético y controlado de la IA. Estas políticas también se centran en la promoción de la IA en la industria y la economía, así como en la protección de la seguridad y privacidad de los datos.


			La Administración del Ciberespacio de China, el principal organismo de vigilancia de Internet del país, dictó directrices actualizadas para regular el sector que entrarán en agosto. En comparación con un borrador preliminar la nueva versión, que se denomina «medidas provisionales», parece haber suavizado varias disposiciones anunciadas anteriormente, lo que sugiere que Beijing ve una oportunidad en el incipiente sector en momentos en que el país trata de reactivar el crecimiento económico para crear empleo (Medidas provisionales para la gestión de los servicios de IA generativa, 2023). En su artículo 3° establece: “El Estado se adhiere a los principios de poner el mismo énfasis en el desarrollo y la seguridad, y combinar la promoción de la innovación con la gobernanza de conformidad con la ley, emplear medidas efectivas para fomentar el desarrollo innovador de la IA generativa y llevar a cabo una regulación inclusiva, prudente, categórica y jerárquica de los servicios de IA generativa”.


			La versión actual también ha suprimido las medidas punitivas, que incluían multas de hasta 100.000 yuanes (US$ 14.027) en caso de infracción.


			El Estado «fomenta el uso innovador de la IA generativa en todas las industrias y campos» y apoya el desarrollo de chips, software, herramientas, potencia de cálculo y fuentes de datos «seguros y fiables», según el documento que anuncia las normas. China también insta a las plataformas a «participar en la formulación de normas y estándares internacionales» relacionados con la IA generativa (He, 2023).


			En diciembre de 2024, el Ministerio de Industria y Tecnología de la Información de China anunció la creación de un comité técnico para desarrollar estándares en áreas clave de la IA, incluyendo modelos de lenguaje y evaluación de riesgos. Este comité, compuesto por 41 miembros de empresas tecnológicas y académicas, busca equilibrar la regulación y el desarrollo del sector de IA en rápida expansión. (11)


			Las autoridades chinas han intensificado la supervisión de los modelos de IA para garantizar que incorporen los «valores socialistas centrales». La CAC (12) ha exigido a las empresas tecnológicas que sus modelos de IA pasen por revisiones que evalúan su alineación con las sensibilidades políticas del país, incluyendo temas relacionados con el presidente Xi Jinping. (13)


			Australia:


			El Gobierno Australiano ha diseñado en noviembre de 2019 por Data61 de CSIRO y el Departamento de Industria, Innovación y Ciencia, un informe que identifica estrategias para ayudar a desarrollar una capacidad nacional de IA que impulse la productividad de la industria australiana, cree empleos y crecimiento económico, y mejore la calidad de vida de las generaciones actuales y futuras. El plan de ruta identifica tres áreas de especialización en IA de alto potencial para Australia, basado en la oportunidad de resolver problemas significativos en el país, exportar las soluciones al mundo y construir sobre las fortalezas existentes de Australia. El informe está destinado a ayudar a guiar futuras inversiones en IA y aprendizaje automático, y acompaña a ‹Inteligencia Artificial: Marco Ético de Australia›, un documento de discusión preparado por Data61 de CSIRO y publicado por el Gobierno Australiano en abril de 2019.


			El 21 de junio de 2024, los gobiernos federales, estatales y territoriales de Australia lanzaron conjuntamente el «National Framework for the Assurance of Artificial Intelligence in Government» (14). Este marco establece los fundamentos y prácticas esenciales para la implementación ética de la IA en el sector público, asegurando que las aplicaciones gubernamentales de IA sean transparentes, responsables y alineadas con los principios éticos nacionales. 


			En febrero de 2024, el gobierno australiano formó un panel compuesto por 12 expertos legales y científicos para asesorar sobre posibles barreras en la investigación, desarrollo y uso de la IA. Este grupo tiene la tarea de proporcionar recomendaciones sobre transparencia, pruebas y rendición de cuentas en aplicaciones de IA, con un enfoque particular en establecer salvaguardias para entornos de alto riesgo. 


			En septiembre de 2024, el gobierno presentó una propuesta para introducir regulaciones similares a las de la UE, incluyendo diez directrices obligatorias para usos de alto riesgo de la IA y posibles prohibiciones para sistemas que puedan representar un peligro para la sociedad. Esta iniciativa busca equilibrar la promoción de la innovación con la protección de los ciudadanos frente a posibles riesgos asociados con la IA.


			El 5 de septiembre de 2024, el Ministro de Industria y Ciencia, Ed Husic, introdujo diez nuevas directrices voluntarias para los sistemas de IA y lanzó una consulta pública de un mes para evaluar la posibilidad de hacerlas obligatorias en situaciones de alto riesgo. Estas directrices enfatizan la supervisión humana y la transparencia en el uso de la IA, reflejando la fuerte demanda de la población australiana por protecciones en la gestión de esta tecnología (15). 


			En diciembre de 2024, el Departamento de Asuntos Internos de Australia advirtió sobre los riesgos significativos que plantea la IA, incluyendo su potencial uso en el desarrollo de armas biológicas, explosivos y drogas sintéticas. Estas preocupaciones subrayan la necesidad de una regulación integral de la tecnología de IA para mitigar amenazas a la seguridad nacional.


			India:


			El Instituto Nacional para la Transformación de la India elaboró en febrero de 2021 un documento que incorpora conocimientos, comentarios y experiencias consolidadas a través de consultas interministeriales, consultas globales multilaterales a gran escala y una serie de consultas individuales con expertos en ética de IA en India y en todo el mundo, así como consultas públicas más amplias, realizadas durante los 15 meses previos a su elaboración. Está destinado a servir como un plan de ruta esencial para el ecosistema de IA, fomentando la adopción de la IA de manera responsable en India y construyendo confianza pública en el uso de esta tecnología, colocando la idea de ‹IA para Todos› en su núcleo mismo (Government, 2021).


			En marzo de 2024, el Ministerio de Electrónica y Tecnología de la Información (MeitY) actualizó su enfoque regulatorio respecto a la IA. Anteriormente, se requería la aprobación gubernamental para el lanzamiento de modelos de IA; sin embargo, la nueva directiva aconseja a las empresas etiquetar los modelos de IA poco probados o poco confiables. Este cambio busca equilibrar la promoción de la innovación con la responsabilidad en el desarrollo y despliegue de tecnologías de IA (16).


			En febrero de 2024, el gobierno indio estableció un panel compuesto por 12 expertos legales y científicos para asesorar sobre posibles barreras en la investigación, desarrollo y uso de la IA. Este grupo tiene la tarea de proporcionar recomendaciones sobre transparencia, pruebas y rendición de cuentas en aplicaciones de IA, con un enfoque particular en establecer salvaguardias para entornos de alto riesgo.


			El gobierno indio ha asignado más de 1.200 millones de dólares para apoyar el sector emergente de la IA en el país. Las iniciativas incluyen la adquisición de más de 10.000 unidades de procesamiento gráfico (GPU) para aumentar la capacidad informática, financiamiento para startups locales, expansión de oportunidades educativas en IA y desarrollo de modelos avanzados de IA. Además, India, quinta en el ranking de las mejores economías del mundo, aspira a convertirse en uno de los cinco principales fabricantes de semiconductores en los próximos cinco años, con la construcción de varias fábricas en curso (17).


			


			America Latina: 


			Alineada con las tendencias internacionales, América Latina ha hecho esfuerzos significativos por desarrollar principios y reglas para la IA. En un primer momento, múltiples gobiernos desarrollaron instrumentos regulatorios a partir de la creación de estrategias, planes, o la adhesión a principios internacionales como los principios de la IA de la OCDE o los principios de la ética de la IA de la UNESCO. Sin embargo, cambios de gestión gubernamental interrumpieron algunas de estas iniciativas, dada su relativa institucionalidad (Garcia, 2023).


			Por otro lado, la región enfrenta desafíos como la falta de infraestructura tecnológica avanzada y recursos para la investigación y el desarrollo en comparación con otras regiones más avanzadas en este campo.


			Concretamente, en Argentina en el mes de junio de 2023 se ha publicado la Resolución 2/2023 mediante la cual se aprobaron las “Recomendaciones para una Inteligencia Artificial Fiable” que establece una serie de directrices y principios éticos para guiar el desarrollo implementación y uso de la Inteligencia Artificial que tienen como objetivo promover la innovación tecnológica mientras se buscan asegurar los derechos fundamentales, la transparencia, la protección y seguridad de los datos y la equidad en el uso de la IA. Sin embargo, su alcance se limita a brindar un marco para su adopción en el sector público proporcionando herramientas teóricas y prácticas para líderes de proyectos, desarrolladores y formuladores de especificaciones técnicas.


			En septiembre del mismo año, se creó la “Mesa Interministerial sobre Inteligencia Artificial” compuesta por el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación, el de Defensa, el de Economía, el de Seguridad, entre otros, bajo la coordinación de la Jefatura de Gabinete de Ministros y la Secretaría de Asuntos Estratégicos, con el objetivo de integrar una estrategia integral para la aplicación de la IA en diversos sectores de la economía y la sociedad, asegurando un marco ético de desarrollo sostenible y de transformación digital. 


			Asimismo, durante el año 2024 han sido presentado en la Honorable Cámara de Diputados de la Nación sendos proyectos de promoción y regulación de la IA en la República Argentina, destacándose el proyecto de Ley titulado “Régimen Jurídico aplicable para el uso de la Inteligencia Artificial en la República Argentina” cuya finalidad es la de promover el desarrollo ético, seguro y confiable de la IA en el país, garantizando la protección de la salud, seguridad y los derechos fundamentales de las personas. 


			En septiembre de 2024 la Agencia de Acceso a la Información Pública (AAIP) publicó una guía preliminar llamada “Guía para entidades públicas y privadas en materia de Transparencia y Protección de Datos Personales para una Inteligencia Artificial responsable” (18) enfocada en la transparencia y protección de datos personales en sistemas de IA. El documento aborda desde el diseño hasta la implementación y mantenimiento de estos sistemas, subrayando la importancia de evaluaciones de impacto y la formación de equipos multidisciplinarios para garantizar un desarrollo ético y responsable.


			Por su parte, el Ministerio de Justicia implementó el Programa Nacional Integral de Inteligencia Artificial en la Justicia (19) en abril de 2024, con el objetivo de modernizar y optimizar los procesos judiciales y administrativos mediante tecnologías innovadoras.


			Desde 2019 en Brasil han sido presentados diversos proyectos de ley en materia de IA. El más reciente, aprobado por el Senado en diciembre de 2024, el PL 2338/23 (20), actualmente se encuentra en discusión paralela a los demás proyectos sobre IA. Influenciado por los debates alrededor del AI Act europeo, presenta un enfoque fundamentado en riesgos, en función de una tipología establecida en el proyecto mismo, además de crear derechos y determinar la creación de una autoridad centralizada de IA que debería ser apuntada por el Poder Ejecutivo y trabajada en conjunto con las demás autoridades sectoriales. Sobre el modelo de riesgos, el PL determina que, a mayor riesgo, mayores las obligaciones que corresponden a quien implemente este tipo de tecnología (Garcia, 2023). 


			Colombia, por su parte, ha dictado en el año 2019 el documento llamado CONPES 3975 el cual estableció 14 principios para el desarrollo de IA, dentro de los cuales se encuentra “políticas sobre futuro del trabajo basadas en evidencia” a partir del cual el Gobierno nacional debe realizar un seguimiento al impacto de esta tecnología en el mercado laboral. Tiene como objetivo potenciar la generación de valor social y económico en el país a través del uso estratégico de tecnologías digitales en el sector público y el sector privado, para impulsar la productividad y favorecer el bienestar de los ciudadanos, así como generar los habilitadores transversales para la transformación digital sectorial, de manera que Colombia pueda aprovechar las oportunidades y enfrentar los retos relacionados con la Cuarta Revolución Industrial. Por otra parte, el documento CONPES 4023 apuesta y establece la necesidad de una política de talento digital para apoyar la reactivación económica, por lo que se debe determinar cuál debe ser el contenido de la política y en qué área debe concentrarse (CONSEJO NACIONAL DE POLÍTICA ECONÓMICA Y SOCIAL CONPES 3975, 2019).


			Recientemente, a partir de febrero del 2024, el Ministerio de Ciencia, Tecnología en Innovación de Colombia emitió un documento llamado “Hoja de Ruta de la Inteligencia Artificial (IA) que se centra en cinco ejes estratégicos: 


			“1) Ética y gobernanza IA: promueve la transparencia en los algoritmos, fomentando la participación ciudadana en la toma de decisiones y estableciendo principios éticos y marcos normativos para guiar el desarrollo y la implementación de la inteligencia artificial en el país.


			2) Educación, investigación e innovación IA: busca crear programas educativos y de talento en IA, facilitando el acceso y la comprensión de esta tecnología a nivel comunitario, capacitando a profesionales y estudiantes y estimulando la investigación en instituciones académicas.


			3) Industrias innovadores y emergentes IA: facilita la adopción de tecnologías de inteligencia artificial en procesos de producción, fomenta la colaboración entre empresas y academia, anticipando tendencias y cambios disruptivos e impulsando programas de educación y formación para preparar a la fuerza laboral.


			4) Datos y organizaciones IA: alienta la colaboración entre empresas y organizaciones para compartir datos de manera segura, promueve la creación de soluciones IA basadas en datos, brindando apoyo a las empresas para adoptar tecnologías de inteligencia artificial y desarrollar programas educativos y de capacitación para lograr una gestión efectiva de datos en las empresas.


			5) Privacidad, ciberseguridad y defensa IA: aborda aspectos críticos como la administración del territorio, la industria aeroespacial y sistemas de detección temprana de amenazas, utilizando la inteligencia artificial de manera ética y transparente para fortalecer la eficacia de las fuerzas de seguridad y garantizar la protección de los ciudadanos colombianos”. 


			Ecuador, a través de su Ministerio de Telecomunicaciones y Sociedad de la Información, en su documento final del Proyecto “Diagnóstico sobre Inteligencia Artificial en Ecuador” del 7 de Diciembre del 2021 se vislumbra un alto compromiso por parte de varias Universidades y Ministerios en iniciativas de uso de la IA, direccionada y aplicada mediante políticas públicas acordes a estándares internacionales, en concordancia con los intereses y necesidades de los diferentes actores del ecosistema digital. Es por esto, que en Ecuador cada vez se invierte más en la investigación, desarrollo y aplicación de esta tecnología donde más empresas e instituciones implementan plataformas de servicio de IA impulsado por el aumento del flujo de información y de datos, la expansión y alcance del internet y el desarrollo tecnológico, cumpliendo un papel estratégico en el desarrollo científico, académico, social y económico de un país. En el artículo “Inteligencia artificial e innovación: campos de aplicación para la industria del Ecuador” publicado por la Escuela de Administración de Empresas y Marketing de la Universidad Politécnica Estatal del Carchi se menciona como la IA se encuentra en Ecuador, comienza determinando en donde se usa la IA, se presentan los ejemplos de Sophi la agente virtual del Banco del Pacífico en Facebook y Ada la agente virtual del Banco de GUAYAQUIL; quienes brindan atención todos los días a todas horas, poseen nombre y su lenguaje humano, aunque estas son únicamente chatbots. Acorde a lo indicado en la publicación “Ecuador no se queda atrás en la aplicación de Inteligencia Artificial” de la Universidad San Francisco de Quito (USFQ), existen varias aplicaciones de esta tecnología en el país, según Gustavo Justicia, Gerente Senior de Transformación Digital y Tecnologías Emergentes en Ernst and Young, “en atención al cliente se usan asistentes virtuales con inteligencia artificial para canalizar de manera más eficiente consultas o reclamos. Esto permite “liberar carga a los call centers para escalar solamente los casos que no pueden resolverse con el asistente virtual”. En el país actualmente los sectores con más demanda de esta tecnología son aquellos que trabajan con un nivel de “interacción intensiva con clientes, retail y servicios”, explicó Justicia esto con el objetivo de “hacer más eficiente las operaciones, reducir costos operativos y mejorar la satisfacción del cliente”.


			Actualmente, no se han registrado avances específicos en materia de reglamentación normativa respecto a la IA en el Ecuador, no obstante, surge que a principios de agosto del 2024 nuevamente por parte del Ministerio de Telecomunicaciones y Sociedad de la Información en conjunto con el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) lanzaron una evaluación del estado situacional de la IA denominada AIRA que se encuentra alineada con los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) de la Agenda 2030. 


			Su finalidad, será la de proporcionar recomendaciones sobre las capacidades existentes, fortalecer la gobernanza, contar con elementos para la creación marcos regulatorios y normativos y fomentar el desarrollo de infraestructura necesaria para el desarrollo de la IA dentro de un marco ético, inclusivo y de protección de los derechos humanos. 


			Perú, el pasado 5 de julio del corriente publicó la Ley n° 31814 que promueve el uso de la IA, cuyo objeto primordial es el de fomentar y garantizar el uso ético, sostenible, transparente y responsable de la misma dentro del marco del proceso nacional de transformación digital. De dicha ley se desprenden como sus principios básicos: a) la seguridad basada en riesgos para su uso y desarrollo; b) la pluralidad de participantes, promoviendo la participación de personas naturales o jurídicas, u organizaciones e instituciones públicas y privadas en el debate para el desarrollo de políticas orientadas a regulaciones sobre su uso; c) la Gobernanza de internet, mediante el desarrollo y aplicación de principios, normas, reglas, procedimientos de toma de decisión y programas que determinan la evolución y el uso de internet por parte del Estado, Instituciones del sector privado y la sociedad civil; d) la sociedad digital valorándose la información y el conocimiento obtenido mediante el acceso, uso y desarrollo de tecnologías digitales en todas sus dimensiones, impulsando a su vez, la seguridad, la confianza, la economía y conectividad digital, el talento, la innovación, el aprovechamiento de las tecnologías emergentes, en favor del bienestar social y económico de la ciudadanía; e) el desarrollo ético para un uso responsable, basándose en la identificación de responsabilidades en la utilización de tipos de sistemas que conforman la industria 4.0; f) la privacidad de las personas debiéndose actuar de manera segura para lograr un impacto positivo y de los ciudadanos. 


			Asimismo, en lo relativo al marco regulatorio de esta Ley se designó a la Presidencia del Consejo de Ministros, como la autoridad técnico-normativa a nivel nacional responsable de dirigir, evaluar y supervisar el uso y la promoción del desarrollo de la inteligencia artificial y las tecnologías emergentes, a fin de alcanzar los objetivos del país en materia de transformación digital y los objetivos de desarrollo sostenible conforme a la normativa vigente. También dicha Autoridad, se encargará de desarrollar una infraestructura de datos que permita poner a disposición datos públicos de alta calidad, reutilizables y accesibles, estableciéndose en consecuencia, los lineamientos éticos para un uso sostenible, transparente y replicable, promoviendo un sistema de colaboración en IA a nivel nacional e internacional. Con todo ello, Perú pasa a ser uno de los referentes en la región en términos de regulación y promoción de la IA.


			Ya, pasado más de un año de la promulgación de la Ley 31814, que fomenta el uso de la IA y su posterior reglamentación, Perú prosigue en su Política de Transformación Digital, por lo cual sus legisladores continúan presentando iniciativas enfocadas en regular la IA para aplicarla en la administración de justicia, la seguridad ciudadana y el transporte. No obstante, en algunas ocasiones los proyectos presentados no guardarían relación con la Ley vigente en la materia, siendo en algunos casos excesivamente regulatorios, lo que a la postre podría desincentivar el uso de esta tecnología.


			Un ejemplo de esto, es “el Proyecto de Ley N.° 7033/2023-CR plantea imponer responsabilidades a los desarrolladores y proveedores de sistemas de IA por el mal uso de esta tecnología, obligándolos a reparar los daños causados y compensar a las personas afectadas. Esto generaría un ambiente negativo que podría desincentivar la incorporación de tecnologías emergentes, debido a las posibles consecuencias impuestas por el marco regulatorio”.


			Por otro lado, “el Perú está en proceso de adhesión a la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), por lo que el Congreso debe alinearse con las políticas de dicho organismo. La OCDE recomienda a los Estados miembros fomentar una regulación basada en la experimentación de la IA, para permitir su prueba y expansión posterior. Además, sugiere evaluar mecanismos que promuevan la innovación y la competencia en torno a una IA confiable”. 


			Chile posee un proyecto de ley que regula los sistemas de IA, la robótica y las tecnologías conexas en sus distintos ámbitos de aplicación. El mismo ingresó en la Cámara de Diputados durante abril de 2023 y se encuentra en proceso de discusión. Tal como señala el texto en sus Considerandos, el proyecto adopta un sistema de riesgos basado en la ley de la UE. El proyecto contempla la creación de una Comisión Nacional de Inteligencia Artificial, y establece obligaciones para desarrolladores, proveedores y usuarios de sistemas de IA. Además de este proyecto, existen otras iniciativas de orden punitivo, que buscan modificar el Código Penal, una para sancionar el mal uso de la inteligencia artificial y la otra que busca incorporar, como circunstancia agravante de la responsabilidad, el uso de IA en la comisión de un delito.


			Durante el 2024, surge de la página del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación de Chile un documento de Consulta Pública titulado “POLÍTICA NACIONAL DE INTELIGENCIA ARTIFICIAL” centrado en varios ejes destacándose la Gobernanza Ética, la Sostenibilidad y la articulación Internacional. Sobre el primer eje, surge del documento la incorporación de principios éticos más robustos, armonización de estándares internacionales, y lineamientos para la transparencia y la rendición de cuentas en el uso de la IA, incluyéndose la creación de herramientas específicas para evaluaciones de impacto en derechos humanos y criterios protectorios de datos personales; sumado, una capacitación continua a los funcionarios públicos y a la ciudadanía en su conjunto en el uso ético de la IA.


			Sobre los otros dos ejes, en cuanto a la Sostenibilidad se puso énfasis en el impacto ambiental de la IA promoviendo el uso de tecnologías basadas en energías renovables y la implementación de proyectos que minimicen la huella de carbono, perfilándola como un mecanismo clave para monitorear patrones ambientales y diseñar estrategias de mitigación frente al cambio climático. Mientras tanto, Chile fortaleció su compromiso con la cooperación global de la IA mediante la promoción de alianzas estratégicas con países líderes, adoptando estándares internacionales y fomentando la discusión sobre gobernanza regional y certificaciones tecnológicas. 


			En Costa Rica, existe un proyecto que tomó cierta notoriedad en distintos medios por comenzar con una introducción realizada por ChatGPT, y se encuentra en discusión en la Comisión de Tecnología y Educación de la Asamblea Legislativa. Este proyecto, afirma desde su primer artículo su foco en la “protección y promoción de la dignidad, los derechos humanos y el bienestar de la persona humana”. Si bien el proyecto habla de la existencia de riesgos, su abordaje no establece una tipología como los proyectos mencionados anteriormente. Su Capítulo VII se enfoca particularmente en la “Protección de los Derechos Humanos en la Regulación de la Inteligencia Artificial”, donde se establecen disposiciones sobre no discriminación, privacidad y protección de datos personales, transparencia y explicabilidad, acceso a la justicia, entre otras. El proyecto obliga a desarrolladores y usuarios de sistemas de IA a realizar evaluaciones de impacto en derechos humanos antes de su implementación. Estas evaluaciones, afirma el proyecto en su artículo 16, “deberán identificar y mitigar los posibles riesgos y efectos negativos en los derechos fundamentales de las personas” (Garcia, 2023).


			México también ha mostrado un interés significativo en la IA. Durante el año 2023 se ha presentado en el Congreso un proyecto de ley para regular y normar el uso de la IA y la robótica en su uso con fines gubernamentales, económicos, comerciales, administrativos, comunicacionales y financieros para que su uso sea siempre basado en apego a la ética y a la ley. Se propone crear el Consejo Mexicano de Ética para la Inteligencia Artificial y la Robótica. El proyecto se encuentra actualmente en debate en el Congreso.


			Organizaciones Internacionales:


			Organizaciones como la UNESCO y la OCDE han propuesto principios y directrices para la IA.


			Por ejemplo, la OCDE ha establecido principios que incluyen la promoción de la IA transparente y responsable, que respeta los derechos humanos y los valores democráticos. Conocido como “Los Principios de IA de la OCDE”, es un documento realizado por el Grupo de Expertos en Inteligencia Artificial de la OCDE (AIGO) para delimitar principios que fomenten la confianza y adopción de la IA. En particular, ofrece una comprensión común de lo que es un sistema de IA, así como un marco que detalla las etapas del ciclo de vida del sistema de IA. En el mes de mayo de 2019, el Consejo de la OCDE adoptó la Recomendación a nivel ministerial (Members, 2019).


			En el mes de noviembre de 2021, la UNESCO elaboró la primera norma mundial con alcance de Recomendación sobre la ética de la IA. El marco fue adoptado por 193 de los Estados miembros. Su página oficial expresa al respecto: “La protección de los derechos humanos y la dignidad es la piedra angular de la Recomendación, basada en el avance de los principios fundamentales como la transparencia y la equidad, recordando siempre la importancia de la supervisión humana de los sistemas de IA” (UNES DOC Digital Library).


			Según el especialista regional de Ciencias Sociales y Humanas de UNESCO, Andrés Morales, “la Recomendación sirve como faro para guiar las políticas y programas de inteligencia artificial que vienen desarrollando nuestros países, independientemente del estado de implementación en que se encuentren”. También destacó que la UNESCO está a disposición de apoyar técnicamente a los países, como también al sector privado, a la hora de poner en práctica los principios de esta Recomendación, y resaltó la necesidad de generar espacios de intercambio de las iniciativas que adelantan los países, en el marco de la Recomendación. En esa línea, se propuso pensar en la necesidad de crear un Consejo regional de ética e IA que ayude a los países a formular los criterios de medición del impacto ético de la IA, siguiendo los lineamientos que propone la Recomendación, y que sea un espacio que asesore a los gobiernos en este campo” (He, 2023) (Medidas provisionales para la gestión de los servicios de IA generativa, 2023) (UNESCO, s.f.).


			En el marco de la 4ª Asamblea de la Alianza Europea de Inteligencia Artificial (IA) la presidencia española del Consejo de la Unión Europea (UE) promovió una declaración que compromete a los países de Europa, Latinoamérica y el Caribe a avanzar en la cooperación conjunta de políticas y marcos regulatorios de esta tecnología; suscribieron este acuerdo Argentina, Colombia, Chile, Uruguay, México, Panamá, República Dominicana, Alemania, Eslovenia, Estonia, Bélgica y España, mediante el que se comprometen a avanzar en la cooperación, la convergencia de las políticas y los marcos regulatorios en IA. Asimismo, deben fomentar el desarrollo de la IA en un entorno que contemple la inclusión lingüística, previendo el español, portugués y otros idiomas oficiales de la UE. La regulación también fomenta que los Estados desarrollen espacios de innovación para que empresas privadas y pymes generan IA confiables y éticas. Por último, el objetivo de la UE es regular la IA para garantizar mejores condiciones de desarrollo y uso con foco en derechos humanos. El reglamento define «requisitos basados sobre los riesgos para la seguridad y los derechos fundamentales que deberán ser respetados por proveedores de sistemas de IA.»


			Algunos países y organizaciones internacionales han elaborado recomendaciones o guías para el uso de IA exclusivamente en el campo de la privacidad y la protección de los datos personales. Por ejemplo, la Red Iberoamericana de Protección de Datos que lo ha hecho en el año 2019 y el Estado alemán Baden- Wurtemberg que estableció las Bases Legales en Protección de Datos al utilizar IA con un documento emitido en noviembre de 2023. Canadá, por su parte, ha publicado durante el mes de diciembre de 2023 un documento que establece principios para tecnologías de IA generativa responsables y confiables, con el fin de proteger y garantizar la privacidad de los datos personales de sus titulares. Otras lo hacen con un enfoque más técnico, como por ejemplo en asuntos referidos a la ciberseguridad y la gestión de riesgos, por ejemplo, España con su documento denominado “Riesgos Catastróficos Globales” del mes de junio de 2023. También lo ha hecho la confederación de organizaciones de protección de datos de Europa (CEPDO), con su informe llamado “IA Generativa. Las implicancias en protección de datos” del 16 de octubre de 2023.


			Para el mes de febrero de 2024 la UNESCO organiza un foro global sobre la Ética en la IA en el que se invita a los ciudadanos expertos a contribuir con sus papers, investigaciones e informes referidos al escenario futuro de la IA.


			Otros países y regiones de LATAM también están explorando sus propias regulaciones y directrices, con enfoques que varían según sus necesidades específicas, infraestructuras tecnológicas y contextos sociopolíticos. (21) 
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 La imperiosa necesidad de regular –bien– la Inteligencia Artificial(Con motivo de la reunión del G7 en Italia en Junio 2024)



			 Por Horacio R. Granero 


			Hace un año indicábamos que ante el miedo originado por la proliferación de programas que incluyen desarrollos de inteligencia artificial, especialmente la denominada “generativa”, de que ello podría ser considerado peligroso para la humanidad, surgieron diversos intentos de regulaciones en diversos países, pero dado lo delicado del tema y la complejidad que se genera por la simbiosis de la tecnología con el orden jurídico y los bienes en juego así como el avance de la tecnología (y el legítimo deseo de innovación en mejora de los actuales medios de vida en diversos ámbitos) conviene analizar el rol del Estado regulador en el mundo digital, razón por la cual la regulación presenta diversas aristas no siempre fáciles de encarar. Si se considera necesario regular hay que hacerlo bien, sino, mejor no hacerlo. (23)


			En la Cumbre de los países del G7, a realizar entre el 13 y 15 de junio de 2024 en el sur de Italia, país que ostenta este año la Presidencia pro tempore de la asociación conformada por los países con más peso en el juego geopolítico mundial (Italia, Alemania, Canadá, Estados Unidos, Francia, Japón y Reino Unido), uno de los temas a tratar será la Inteligencia Artificial (IA) y sus impactos en el mundo del trabajo, identificando el alto potencial en la gestión y análisis de una inmensa cantidad de datos que podrían ser útiles para guiar las decisiones de las empresas. 


			Cabe recordar que los países del G-7 han estado discutiendo regulaciones internacionales efectivas sobre el uso de herramientas de IA generativa —incluido el ChatGPT— (24) particularmente durante el 2023, período en que Japón ejerció la presidencia pro tempore del grupo, tema que ya había estado analizando desde 2016, cuando fue anfitrión de la Cumbre Ise-Shima del G-7, y propuso reglas básicas para la investigación y el desarrollo de la IA en la reunión de ministros del G-7 a cargo de las tecnologías de la información y la comunicación  (25), y en los últimos años, el gobierno japonés ha tratado de establecer un nuevo marco global para discutir las regulaciones internacionales sobre el uso apropiado de la tecnología de IA.
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